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Ministerio de Ambiente 
 y Desarrollo Sostenible

Decretos

DECRETO NÚMERO 0116 DE 2025

(enero 30)
por el cual se adoptan medidas en materia ambiental y desarrollo sostenible en el marco 
de la declaratoria del Estado de Conmoción Interior en la región del Catatumbo, los 
municipios del área metropolitana de Cúcuta y los municipios de Río de Oro y González 

del departamento del Cesar.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 213 de la Constitución 
Política, en concordancia con la Ley 137 de 1994, y en desarrollo de lo previsto en el 
Decreto número 062 del 24 de enero de 2025, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 213 de la Constitución Política confiere al Presidente de la República 

la facultad para decretar el Estado de Conmoción Interior en todo o en parte del territorio 
nacional en caso de grave perturbación del orden público, que atente de manera inminente 
contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado y la convivencia ciudadana, 
pudiendo adoptar las medidas necesarias para conjurar las causas de la perturbación e 
impedir la extensión de sus efectos.

Que en desarrollo del artículo 213 de la Constitución Política y de conformidad con 
lo previsto en la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de Excepción (LEEE), el 
Gobierno nacional puede dictar Decretos Legislativos que contengan las medidas destinadas 
a conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos, siempre que: (i) se refieran a 
materias que tengan relación directa y específica con el Estado de Conmoción Interior; 
(ii) su finalidad esté encaminada a conjurar las causas de la perturbación y a impedir la 
extensión de sus efectos; (iii) sean necesarias para alcanzar los fines que motivaron la 
declaratoria del Estado de Conmoción Interior; (iv) guarden proporción o correspondencia 
con la gravedad de los hechos que se pretenden superar; (v) no entrañen discriminación 
alguna fundada en razones de raza, lengua, religión, origen nacional o familiar, opinión 
política o filosófica; (vi) contengan motivación suficiente, a saber, que el Gobierno 
nacional presente razones suficientes para justificar las medidas; (vii) cuando se trate de 
medidas que su pendan leyes se expresen las razones por las cuales son incompatibles con 
el Estado de Conmoción Interior y (viii) no contener medidas que impliquen contradicción 
específica con la Constitución Política, los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia ni la Ley 137 de 1994.

Que, de igual manera, en el marco de lo previsto en la Constitución Política, la LEEE 
y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, las medidas 
adoptadas en los decretos de desarrollo no pueden: (i) suspender o vulnerar los derechos y 
garantías fundamentales; (ii) interrumpir el normal funcionamiento de las ramas del poder 
público ni de los órganos del Estado; (iii) suprimir ni modificar los organismos y funciones 
básicas de acusación y juzgamiento; y (iv) tampoco restringir aquellos derechos que no 
pueden ser restringidos ni siquiera durante los estados de excepción.

Que mediante el Decreto número 062 del 24 de enero de 2025, el presidente de la 
República, con la firma de todos los ministros, declaró el Estado de Conmoción Interior, 
por el término de 90 días, “en la región del Catatumbo, ubicada en el nororiente del 
departamento de Norte de Santander, la cual está conformada por los municipios de Ocaña, 
Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, San. Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú 
y Sardinata, y los territorios indígenas de los resguardos Motilón Barí y Catalaura La 

Gabarra, así como en el área metropolitana de Cúcuta, que incluye al municipio de Cúcuta, 
capital departamental y núcleo del área, y a los municipios de Villa del Rosario, Los Patios, 
El Zulia, San Cayetano y Puerto Santander y los municipios de Río de Oro y González del 
departamento del Cesar”.

Que el Estado de Conmoción Interior fue decretado por el gobierno Nacional con 
el fin de conjurar la grave perturbación del orden público que de manera excepcional 
y extraordinaria se está viviendo en la región del Catatumbo –y cuyos efectos y 
consecuencias se proyectan sobre las demás zonas del territorio delimitadas en la 
declaratoria de Conmoción Interior– derivada de fuertes enfrentamientos entre grupos 
armados, amenazas, desplazamientos forzados masivos, afectaciones al ejercicio de los 
derechos fundamentales de la población civil, alteración de la seguridad y daños a bienes 
protegidos y al ambiente.

Que en atención a la gravedad de la situación que se vive en la región del Catatumbo, 
excepcional y extraordinaria, caracterizada por el aumento inusitado de la violencia, 
una crisis humanitaria desbordada, el impacto en la población civil, las amenazas a la 
infraestructura crítica y el desbordamiento de las capacidades institucionales, el Gobierno 
nacional se ha visto obligado a la adopción de medidas extraordinarias que permitan 
conjurar la perturbación, restablecer la estabilidad institucional, la seguridad del Estado y 
la convivencia ciudadana, así como, garantizar el respeto de los derechos fundamentales, 
en dicha región, así como en el área metropolitana de Cúcuta y los municipios de Río de 
Oro y González del departamento del César.

Que, en sus considerandos, el Decreto número 062 de 2025 precisa que la escalada 
reciente de violencia también ha puesto en peligro la institucionalidad ambiental, toda 
vez que los funcionarios de las autoridades competentes se han visto en la necesidad de 
proteger sus vidas como consecuencia de los eventos mencionados y, por tanto, no han 
podido cumplir con su misión constitucional y legal relativa a la vigilancia, control y 
seguimiento ambiental. Es decir, que los funcionarios no pueden desplegar de manera 
presencial los recorridos de verificación en territorio y visitas a campo que hacen parte 
de las labores de evaluación control y seguimiento normal, y de las cuales se soportan 
los informes y Conceptos técnicos que permiten la adopción de medidas administrativas 
relativas a la adecuada administración de los recursos naturales renovables, en el marco de 
evaluación de nuevos proyectos que requieran para su funcionamiento, licencias, permisos, 
autorización o concesiones de uso o aprovechamiento de los mismos y que están a cargo 
de las autoridades ambientales.

Que el referido Decreto indicó que tales circunstancias impiden, además, el normal 
funcionamiento y coordinación entre las autoridades ambientales y las demás autoridades 
administrativas de la región, lo cual imposibilita la protección efectiva a los ecosistemas 
estratégicos que se ubican en ella, por lo que resulta fundamental implementar medidas 
de carácter extraordinario orientadas, por una parte, a prevenir o mitigar el riesgo de 
afectación ambiental producto del accionar de las estructuras armadas ilegales y de 
otra, a asegurar las condiciones institucionales y de orden público que se requieren para 
garantizar el cuidado de áreas protegidas y el control y manejo sostenible de los recursos 
naturales renovables.

Que el Decreto número 062 de 2025 igualmente destacó los valores ecológicos y 
geológicos excepcionales de la ecorregión del Catatumbo, en particular los relacionados 
con las áreas protegidas que se encuentran en su interior como el Parque Nacional Natural 
Catatumbo-Barí, el Área Natural Única “Los Estoraques”, y las Reservas Forestales 
Protectoras de Jurisdicciones y de la Cuenca Hidrográfica del río Tejo.

Asimismo, en estos municipios se registra la influencia de redes de apoyo al ELN”. 
Que la ecorregión Catatumbo, se ubica en el Departamento Norte de Santander y lo 
conforman los municipios de Sardinata, Tibú, Ábrego, Ocaña, El Carmen, Convención, 
El Tarra, Teorama, San Calixto, La Playa de Belén, Hacarí, que en Jurisdicción de los 
municipios de Convención, El Carmen, Teorama, El Tarra y Tibú fue declarado el Parque 
Nacional Natural Catatumbo - Bari, que comprende una extensión de 158.125 has; así 
mismo, se encuentra el Área Natural Única “Los Estoraques” como integrante del Sistema 
de Parques Nacionales Naturales, ubicada en los municipios de La Playa de Belén y Ocaña.

Que en esta área se enmarcan en los aspectos biofísicos y socioeconómicos de la 
Cuenca Alta y media del río Catatumbo, la cual abarca la cuenca de este río, pasando 
por el Cerro de Jurisdicciones en la cordillera Oriental, para ir a desembocar en el lago 
de Maracaibo en Venezuela, la zona hidrográfica del Catatumbo está conformada por 
8 subzonas hidrográficas (río Pamplonita, río Zulia, río Nuevo Presidente-Tres Bocas 
(Sardinata, Tibú), río Tarra, río Algodonal (Alto Catatumbo), río Socuavo del Norte y río 
Socuavo del Sur, Bajo Catatumbo, río del Suroeste y Directos río de Oro, que en conjunto 
representan un área de 16.447 km2.

Que dicha área cuenta con valores ecológicos y geológicos excepcionales, además 
de rasgos no representados en otras zonas protegidas de Colombia, que se expresan 
en su geomorfología, aspectos biofísicos de sus ecosistemas, fauna y flora endémica 
características de este lugar. La gran cuenca Binacional del Catatumbo representa el 74.5% 
del total del territorio del departamento de Norte de Santander, el cual tiene una superficie 
que equivale al 1.93% del área total de Colombia y se encuentra ubicado en el extremo 
nororiental del país, en la zona de frontera con la República Bolivariana de Venezuela.

Que dentro de las áreas protegidas se encuentran la zona de protección y desarrollo 
de los recursos naturales renovables y del medio ambiente -Reserva Forestal Protectora 
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Jurisdicciones -(Resolución número 1814 del 12 de agosto del 2015), Área de Reserva 
Forestal Protectora la Cuenca Hidrográfica del río Tejo, (Resolución número 84 de 1985).

Que dentro del territorio de la zona hidrográfica Catatumbo, cobijado por el Plan 
Estratégico de la Macrocuenca (PEM) Caribe (2012), formulado en el marco del Consejo 
Ambiental Regional por parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, se 
definieron una serie de lineamientos estratégicos asociados a los principales conflictos 
socioambientales identificados en la Macrocuenca, que para efectos de la región del 
Catatumbo se destaca:

•	 “(...)Minimizar el riesgo de desastres asociados al agua.
•	 Reducir y monitorear el riesgo de contaminación hídrica por hidrocarburos.
•	 Propender porque el desarrollo del sector minero energético se produzca en ar-

monía con la gestión integral del recurso hídrico.
•	 Reducir la presión sobre ecosistemas estratégicos y mantener los servicios eco-

sistémicos en la Macrocuenca.
•	 Reducir la vulnerabilidad al desabastecimiento de los centros urbanos medianos 

y pequeños.
•	 Garantizar que la carga contaminante no limite el uso del agua en las subzonas 

hidrográficas. (...)”
Que sobre condiciones de normalidad se han identificado en el PEM (2012) riesgos 

sobre los recursos naturales, que con ocasión de la situación actual del territorio se 
exacerban las posibilidades de su materialización.

Que el Decreto número 062 de 2025, precisa que los municipios de río de Oro y 
Gonzáles están ubicados al sur del departamento del Cesar y constituyen una de las puertas 
de entrada a la región del Catatumbo, siendo utilizada por el ELN para el tránsito de 
sus estructuras, víctimas de secuestro, rentas criminales, así como la comercialización 
y transporte de servicios, bienes e insumos utilizados para el financiamiento de sus 
actividades, municipios que han venido recibiendo población víctima de desplazamiento 
forzado como consecuencias de las graves afectaciones del orden público derivadas de los 
atentados y amenazas perpetrados por el ELN en esa región.

Que, en el Catatumbo Colombiano, ejercen como autoridades ambientales, la 
Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental (Corponor), Parques 
Nacionales Naturales de Colombia (PNN), y la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales (Anla).

Que Corponor de conformidad con la Ley 99 de 1993 ejerce como máxima autoridad 
ambiental y tiene como jurisdicción el departamento Norte de Santander, entre otros los 
municipios de Ocaña, Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, San Calixto, Hacarí, La 
Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata, así como en el área metropolitana de Cúcuta, que incluye 
al municipio de Cúcuta, capital departamental y núcleo del área, y a los municipios de 
Villa del Rosario, Los Patios, El Zulia, San Cayetano y Puerto Santander, en la cual ejerce 
sus funciones de máxima autoridad ambiental, en procura de la conservación, protección y 
restauración del medio ambiente, como en la promoción de proyectos para el fomento del 
desarrollo económico y social de la región.

Que la Corporación Autónoma Regional del Cesar (Corpocesar) de conformidad con 
la Ley 99 de 1993 ejercer como máxima autoridad ambiental y tiene como jurisdicción 
el Departamento del Cesar y los municipios que lo integran, dentro de los cuales se 
encuentran los municipios de río de Oro y González del Departamento del Cesar.

Que las citadas corporaciones autónomas, son entes corporativos de carácter 
público, integrados por las entidades territoriales que por sus características constituyen 
geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica 
o hidro geográfica, se encuentran dotadas de autonomía administrativa y financiera, 
patrimonio propio y personería jurídica y son las encargadas de administrar, dentro del 
área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender 
por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas 
que expida el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Que el ejercicio de máxima autoridad ambiental implica necesariamente la evaluación, 
control y seguimiento ambiental del uso o aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables, como de las actividades de exploración, explotación, beneficio, transporte, 
uso y depósito de los recursos naturales no renovables, así como de otras actividades, 
proyectos o factores que generen o puedan generar deterioro ambiental y para ello, es 
imperativo la presencia constante de los funcionarios y contratistas de la Corporación en 
territorio.

Que, por su parte, PNN es la máxima autoridad ambiental del Parque Nacional 
Natural Catatumbo Barí y del Área Natural Única Los Estoraques, ambos ubicados en el 
Catatumbo colombiano.

Que PNN, de conformidad con lo ordenado en el Decreto Ley 3572 de 2011, es la 
máxima autoridad ambiental de los citados Parques y es por ello que, para la administración y 
manejo de los mismos, sus funcionarios y/o contratistas deben permanecer constantemente 
en dichas áreas.

Que la ANLA, a partir de la expedición del Decreto Ley 3573 de 2011, es la encargada 
de que los proyectos, obras o actividades sujetos de licenciamiento, permiso o trámite 
ambiental, de competencia en aquel entonces del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 

Desarrollo Territorial, cumplan con la normativa ambiental, de tal manera que contribuyan 
al desarrollo sostenible ambiental del país.

Que, en el marco de lo anterior le compete a la ANLA, la evaluación, control y 
seguimiento ambiental de los proyectos, obras o actividades sujetos de licenciamiento, 
permiso o trámite ambiental que se adelanten o se pretendan ejecutar en la región 
del Catatumbo y para ello, es imperativo la presencia constante de los funcionarios y 
contratistas en dicho territorio, que de momento no puedan ejercer de forma plena sus 
funciones y competencias.

Que en la región del Catatumbo desde el nivel nacional se han identificado a la fecha 
trece (13) proyectos licenciados por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA) discriminados así: 2 proyectos lineales (uno de interconexión eléctrica y otro el 
oleoducto Caño Limón Coveñas). De los once (11) restantes, 10 son proyectos poligonales 
de hidrocarburos y uno asociado al sector carbonífero.

Que con ocasión de la alteración del orden público en los diferentes municipios en 
que se declaró el estado de Conmoción Interior, se ha generado un impacto directo en la 
estabilidad institucional de las autoridades ambientales, en especial, de PNN y Corponor, 
pues las mismas no han podido efectuar el ejercicio pleno de sus funciones y competencias 
en el territorio; para el caso específico del Parque Nacional Natural Catatumbo Bari, se 
suspendieron las actividades al interior del área protegida y se agruparon a los trabajadores 
de dicha entidad en el casco Urbano del Municipio de Tibú; para el caso de Corponor, se 
suspendieron todo tipo de visitas y actividades en campo, priorizando con ello la seguridad 
del personal; impidiendo el ejercicio de control y seguimiento que deben realizar las citadas 
autoridades ambientales sobre las áreas de su jurisdicción, en desmedro del cumplimiento 
efectivo de las acciones de conservación y protección de los valores ambientales de la 
región y sus servicios ecosistémicos.

Que la región del Catatumbo es estratégica debido a su proximidad a la frontera con 
Venezuela, por su vocación del suelo y riqueza en recursos naturales. Esta situación ha 
llevado a una intensa lucha por el control del territorio entre diferentes grupos armados, 
entre ellos el ELN, disidencias de las FARC y el Ejército Popular de Liberación (EPL), 
en especial para la siembra de cultivos de uso ilícito, lo que deriva en procesos de 
intensificación de la deforestación y demás afectaciones ambientales derivadas de estas 
acciones.

Que, debido a la situación excepcional y grave de orden público en la región del 
Catatumbo, la prestación del servicio de administración y manejo del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales y de coordinación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas en 
dicha región, se encuentra limitada, y afecta el servicio que se venía realizando de manera 
regular, tal y como lo evidencian los informes de gestión de la entidad, dentro del cual se 
destacan proyectos relacionados con: servicio de prevención, vigilancia y control de las 
áreas protegidas administradas por PNN; servicio de administración y manejo de áreas 
protegidas por medio de procesos de coordinación bajo diversas formas de participación 
con los grupos étnicos presentes en el territorio; servicio de educación informal en el 
marco de la conservación de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos con actores 
priorizados y vinculados a la gestión territorial; procesos de restauración, recuperación 
y rehabilitación de ecosistemas degradados; acuerdos de conservación con familias 
campesinas, pescadoras, comunidades y/o organizaciones comunitarias que habitan, 
colindan y realizan usos tradicionales asociados a la económica campesina en PNNC, 
entre otras.

Que esta situación también se presenta en Corponor, como máxima autoridad 
ambiental en la jurisdicción, en cuanto a la ejecución plena de las políticas, planes, 
programas y proyectos sobre medio ambiente y recursos naturales renovables, así 
como en el cumplimiento y oportuna aplicación a las disposiciones legales sobre el 
uso, administración, manejo y aprovechamiento de los mismos; gestión la cual se venía 
realizando de manera regular y que conforme al comunicado emitido por la autoridad, 
se encuentra limitada en razón a la restricción de acceder al territorio por la situación de 
orden público y seguridad personal de los servidores.

Que la ausencia de la institucionalidad en estos ecosistemas estratégicos conlleva 
necesariamente a que no exista la debida vigilancia, control y seguimiento, tanto a 
actividades que configuran factores de deterioro ambiental, como a las acciones antrópicas 
que puedan afectar los valores de conservación de las áreas protegidas presentes en la 
región, a saber, los Parques Nacionales Catatumbo Barí y Los Estoraques, y las Reservas 
Forestales Protectoras de la Cuenca Hidrográfica del río Tejo y Jurisdicciones.

Que el no poder ejercer un pleno control institucional, también conlleva a que se vea 
impactado y por ende, fragmentado el territorio que la ley les asignó para ser autoridades 
ambientales, teniendo en cuenta que su jurisdicción está circunscrita a un criterio 
exclusivamente territorial y con ello a que se impida desarrollar un control integral de los 
recursos naturales renovables y áreas protegidas ubicadas en particular sobre la región del 
Catatumbo, ubicada en el nororiente del departamento de Norte de Santander, la cual está 
conformada por los municipios de Ocaña, Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, 
San Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata, y los territorios indígenas de los 
resguardos Motilón Barí y Catalaura La Gabarra.

Que además de lo anterior, la ausencia de institucionalidad ambiental amenaza con 
incrementos en deforestación y pone en riesgo componentes sociales relevantes para la 
región que encuentran en la restauración productiva, la formalización de sus procesos 
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productivos, la sustitución de cultivos ilícitos, entre otros, formas de convivencia en la 
región, que se perderían ante el inminente desplazamiento de sus actores principales.

Que la ausencia de la institucionalidad en estos ecosistemas estratégicos conlleva 
necesariamente a que no exista la debida vigilancia, control y seguimiento tanto a las 
diferentes actividades que configuran factores de deterioro ambiental, como a las acciones 
antrópicas que vayan en contravía con los valores de conservación de las áreas protegidas 
presentes en la región, a saber, los Parques Nacionales Parques Nacionales Catatumbo 
Catatumbo Barí y Los Estoraques, y las Reservas Forestales Protectoras de la Cuenca 
Hidrográfica del Río Tejo y Jurisdicciones.

Que esta ruptura institucional y la fragmentación territorial son causas que conducen a 
la generación de amenazas sobre la diversidad biológica del área de su jurisdicción, porque 
los procesos de intervención no serían técnicamente adecuados, sin atender criterios de 
conectividad hídrica, sin respetar los objetivos de conservación de las áreas protegidas y 
con el agravante de configurar ataques directos a estos bienes ambientales que llevarían a 
materializar un daño irreversible sobre áreas que por sus servicios ecosistémicos benefician 
a los habitantes de la cuenca binacional, Colombia-Venezuela, y la macrocuenca Caribe, 
incluyendo las comunidades indígenas de los resguardos Motilón-Bari y Catalaura-La 
Gabarra de la Etnia Barí.

Que en consecuencia resulta fundamental implementar medidas orientadas, por una 
parte, a prevenir o mitigar la generación de impactos sobre el ambiente y los recursos 
naturales renovables, relacionados con las acciones bélicas en el marco de la confrontación 
o el desarrollo de proyectos obras o actividades, suspendiendo el otorgamiento de nuevas 
licencias, permisos o autorizaciones hasta tanto se recupere el control territorial por parte 
del Estado y la estabilidad de la institucionalidad ambiental para el correcto ejercicio de 
sus funciones de protección de áreas protegidas y de control y manejo de los recursos 
naturales renovables.

Que con el fin de prevenir y controlar los factores de deterioro y evitar la extensión de 
efectos en el mediano y largo plazo, se hace necesario implementar medidas extraordinarias 
orientadas, a velar por la no afectación o propagación de efectos derivados por el estado de 
Conmoción Interior en la región del Catatumbo, ubicada en el nororiente del departamento 
de Norte de Santander, la cual está conformada por los municipios de Ocaña, Ábrego, El 
Carmen, Convención, Teorama, San Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata, 
y los territorios indígenas de los resguardos Motilón Barí y Catalaura La Gabarra, así 
como en el área metropolitana de Cúcuta, que incluye al municipio de Cúcuta, capital 
departamental y núcleo del área, y a los municipios de Villa del Rosario, Los Patios, El 
Zulia, San Cayetano y Puerto Santander y los municipios de Río de Oro y González del 
departamento del Cesar, en el orden de:

Que se hace necesario suspender los trámites en curso y nuevos trámites ambientales 
para nuevos proyectos obras o actividades, durante la vigencia del Estado de Conmoción 
Interior, por cuanto al estar limitada la institucionalidad, quien a la fecha se ha visto en 
imposibilidad de ejercer la adecuada administración de los recursos naturales renovables, 
así como el control y seguimiento a los proyectos obras o actividades que hacen uso 
de los mismos, no obran las condiciones técnicas y operativas para el análisis de tales 
solicitudes; adicionalmente se busca evitar el uso o aprovechamiento sin criterios técnicos 
de los recursos naturales renovables, que puedan poner en riesgo su persistencia durante 
y después del estado de excepción, asimismo se busca salvaguardar los derechos de las 
comunidades considerando que por la situación de Conmoción Interior y el desplazamiento 
forzado que están viviendo, no pueden participar plenamente en las decisiones ambientales 
que se tomen sobre nuevos proyectos, esta medida busca garantizar procesos legítimos y 
prevenir la intensificación de conflictos sociales y ambientales en la región.

Que en el marco de esta suspensión se deben plantear medidas efectivas para proteger a 
la población desplazada y evitar que se agudice su situación de vulnerabilidad ofreciéndole 
escenarios que permitan satisfacer sus necesidades básicas, así como fuentes que lleven 
a superar esta vulnerabilidad y en ello deben hacerse parte las autoridades ambientales 
cuando se requiera el uso o aprovechamiento de los recursos naturales renovables.

Que, una vez superado el Estado de Conmoción Interior las autoridades ambientales 
con jurisdicción y competencias en los municipios de la región del Catatumbo ubicada 
en el nororiente del departamento de Norte de Santander, conformada por los municipios 
de Ocaña, Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, San Calixto, Hacarí, La Playa, 
El Tarra, Tibú y Sardinata, y los territorios indígenas de los resguardos Motilón Barí y 
Catalaura La Gabarra objeto de la declaratoria, deberán, en el término de tres meses, 
establecer las condiciones ambientales en que se encuentren las áreas protegidas, los 
ecosistemas estratégicos y/o los recursos naturales renovables, con la finalidad que los 
trámites ambientales tengan en cuenta sus condiciones actuales para la toma de la decisión. 
Vencido el término o una vez establecida dicha condición, se reanudarán los trámites en 
curso y procederá la evaluación de las nuevas solicitudes de trámites ambientales que se 
presenten.

Que la suspensión les otorga a las Autoridades Ambientales la oportunidad de evaluar 
si las condiciones del estado de Conmoción Interior afectaron los supuestos originales 
del proyecto o sus estudios de impacto ambiental, asegurando que las decisiones sean 
apropiadas para la nueva realidad.

Que, sin perjuicio de lo anterior, ante la situación y considerando que las acciones 
que, desde diferentes sectores del Gobierno nacional, o entidades del orden territorial se 
deban avanzar con el fin de reestablecer las condiciones no solo de orden público sino de 

garantías del goce efectivos de los derechos humanos de la población que se encuentre 
dentro del territorio declarado en conmoción, se necesitan avanzar de forma rápida para 
atender, entre otros, a la población que ha sido víctima de desplazamiento forzado, donde 
el Estado presente una oferta institucional que facilite la estabilización de la población 
afectada por el conflicto interno generándole condiciones óptimas para el regreso a su 
zona de origen.

Por lo anterior, y ante el desarrollo de obras, actividades o proyectos que potencialmente 
requieran licencias, permisos, autorizaciones o concesiones y que se vayan a desplegar en 
todo el área declarada en Conmoción Interior con fines de atender estas circunstancias 
excepcionales y a efectos que la implementación de tales medias se efectúe atendiendo 
a las disposiciones legales vigentes para el uso de los recursos naturales renovables, y 
que la acción del Estado sea oportuna para conjurar la crisis o evitar la extensión de sus 
efectos, debe mantenerse una prestación efectiva de la administración de estos recursos 
por parte de las autoridades ambientales con jurisdicción y competencia en esa área para el 
despliegue de esas medidas, y adicionalmente, se debe imprimir una mayor celeridad a los 
requerimientos que de estas autoridades se necesiten con miras a dinamizar las acciones 
en territorio, salvaguardando el orden legal, y sin que ello implique una flexibilización de 
las condiciones técnicas y operativas que se requerían para el adecuado desarrollo de tales 
actividades.

Por ello que con la finalidad de atender trámites ambientales de los proyectos obras o 
actividades de los proyectos que tengan por objeto el restablecimiento de las condiciones 
de orden ecológico, económico y social de los municipios declarados en Estado de 
Conmoción Interior, es necesario establecer un procedimiento abreviado para dichos 
trámites ambientales que permitan gestionar en forma oportuna las medidas tendientes 
al referido restablecimiento asegurando las condiciones básicas de goce y disfrute de los 
derechos humanos de la población, en la totalidad del área en que fue declarado el estado 
de Conmoción Interior.

Que la reducción de términos administrativos para las licencias, permisos, 
autorizaciones o concesiones que requieran los proyectos que tengan por fin el 
restablecimiento de condiciones en la región conlleva la implementación de salvaguardas 
que aseguren transparencia, participación comunitaria, rigor técnico y un enfoque en 
beneficios colectivos y sostenibles. Las decisiones deben considerar no solo los beneficios 
inmediatos, sino también los impactos futuros en las comunidades y el entorno. Lo 
anterior, considerando que, durante un estado de Conmoción Interior, las condiciones del 
territorio pueden cambiar rápidamente y los procedimientos deben ser céleres para la toma 
de decisiones ambientales si las circunstancias lo requieren, sin que se comprometan los 
objetivos de protección ambiental y bienestar social.

Que frente a las garantías de derechos fundamentales deberá velarse por el 
restablecimiento del orden público en condiciones de vida digna y la atención de 
necesidades básicas, el cual debe ser reforzado por el Estado frente a comunidades de 
especial protección.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Adoptar medidas en materia ambiental y desarrollo sostenible en 
el marco de la declaratoria del estado de Conmoción Interior, declarado en la región del 
Catatumbo, ubicada en el nororiente del departamento de Norte de Santander, la cual está 
conformada por los municipios de Ocaña, Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, 
San. Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata, y los territorios indígenas de 
los resguardos Motilón Barí y Catalaura La Gabarra, así como en el área metropolitana de 
Cúcuta, que incluye al municipio de Cúcuta, capital departamental y núcleo del área, y a 
los municipios de Villa del Rosario, Los Patios, El Zulia, San Cayetano y Puerto Santander 
y los municipios de Río de Oro y González del departamento del Cesar, con el propósito de 
velar por el aprovechamiento y explotación sostenible de los recursos naturales renovables.

Artículo 2°. Suspensión de trámites. Suspender el trámite de otorgamiento de 
licencias, permisos, concesiones o autorizaciones que se encuentren en curso o para 
nuevos proyectos, obras o actividades en los municipios de Ocaña, Ábrego, El Carmen, 
Convención, Teorama, San Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata, y los 
territorios indígenas de los resguardos Motilón Barí y Catalaura La Gabarra, con ocasión 
de la declaratoria de Estado de Conmoción Interior, hasta tanto se definan las condiciones 
ambientales en que se encuentran los áreas protegidas y ecosistemas desde una visión 
regional.

Esta suspensión no opera para el desarrollo de obras o actividades orientados al 
restablecimiento de condiciones orden ecológico, económico y social de la región del 
Catatumbo.

Parágrafo 1°. Finalizado el estado de excepción, las autoridades ambientales con 
competencia en la región del Catatumbo tendrán tres (3) meses para establecer las 
condiciones ambientales actuales de la región.

Parágrafo 2°. Vencido el periodo del parágrafo anterior se reestablecen o reanudarán 
los trámites de solicitudes para el otorgamiento de licencias, permisos, autorizaciones 
o concesiones para nuevos proyectos obras o actividades en la región del Catatumbo, 
respetando el debido proceso de los solicitantes.

Artículo 3°. Procedimiento abreviado de trámites ambientales para obras o actividades 
con fines de restablecimiento de las condiciones de orden ecológico económico y social. A 
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efectos de restablecer las condiciones de orden ecológico, económico y social en la región 
del Catatumbo, ubicada en el nororiente del departamento de Norte de Santander, la cual 
está conformada por los municipios de Ocaña, Ábrego, El Carmen, Convención, Teorama, 
San Calixto, Hacarí, La Playa, El Tarra, Tibú y Sardinata, y los territorios indígenas de los 
resguardos Motilón Barí y Catalaura La Gabarra, así como en el área metropolitana de 
Cúcuta, que incluye al municipio de Cúcuta, capital departamental y núcleo del área, y a 
los municipios de Villa del Rosario, Los Patios, El Zulia, San Cayetano y Puerto Santander, 
y evitar la extensión de los efectos de la perturbación, en el caso de proyectos, obras o 
actividades que tengan por objeto el restablecimiento de las condiciones y que requieran 
de licencias, permisos, concesiones o autorizaciones ambientales, los trámites ambientales 
se reducirán a una tercera parte en lo que corresponde a la etapa del procedimiento 
administrativo a cargo de las autoridades ambientales competentes, garantizando los 
términos de ley para la publicidad y contradicción de las actuaciones administrativas y en 
ningún caso se reducirán los estándares de control y manejo del recurso natural.

Parágrafo. Las autoridades ambientales con competencia en los trámites de que trata 
el presente artículo, en ausencia de información técnica suficiente para decidir, podrán 
apoyarse en la información disponible del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
y el Sistema Nacional Ambiental o requerir su apoyo.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado a 30 de enero de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro del Interior,

 Juan Fernando Cristo Bustos.
La Directora Técnica de la Dirección de Asuntos Económicos, Sociales y Ambientales 

del Ministerio de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del despacho de la 
Ministra de Relaciones Exteriores,

Adriana del Rosario Mendoza Agudelo.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Diego Alejandro Guevara Castañeda.
La Ministra de Justicia y del Derecho,

Ángela María Buitrago Ruiz.
El Ministro de Defensa Nacional,

Iván Velásquez Gómez.
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural,

Martha Viviana Carvajalino Villegas.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
La Ministra de Trabajo,

Gloria Inés Ramírez Ríos.
El Ministro de Minas y Energía,

Ómar Andrés Camacho.
El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Luis Carlos Reyes Hernández.
El Ministro de Educación Nacional,

José Daniel Rojas Medellín.
La Ministra de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

María Susana Muhamad González.
La Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio,

Helga María Rivas Ardila.
El Viceministro de Transformación Digital del Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, encargado del Empleo del Despacho del Ministro de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

Belfor Fabio García Henao.
La Subdirectora General de Programas y Proyectos del Departamento Administrativo 

para la Prosperidad Social, encargada del Empleo del Despacho del Ministro de Transporte,
María Fernanda Rojas Mantilla.

El Ministro de las Culturas, las Artes y los Saberes,
Juan David Correa Ulloa.

La Ministra del Deporte,
Luz Cristina López Trejos 

El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, encargado de las funciones del despacho de la Ministra de Ciencia, Tecnología 
e innovación,

Octavio Hernando Sandoval Rozo.

La Ministra de Igualdad y Equidad,
Francia Elena Márquez Mina.

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0057 DE 2025

(enero 17)
por medio de la cual se reglamenta el artículo 55 de la Ley 2294 de 2023 relacionado con 

las concesiones forestales campesinas.
Las Ministras de Ambiente y Desarrollo Sostenible y Agricultura y Desarrollo Rural, 

en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en el 
artículo 55 de la Ley 2294 de 2023, y 

CONSIDERANDO:
Que la Constitución Política establece en sus artículos 8°, 79 y 80, que es obligación 

del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales del país, que 
es deber del Estado planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar, entre otros fines, su conservación y restauración, así como proteger la 
diversidad e integridad del ambiente y de manera particular el deber de conservar las áreas 
de especial importancia ecológica.

Que el artículo 64 de la Carta, modificado por el artículo primero del Acto Legislativo 
01 de 2023, establece: 

“Es deber del Estado promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra del 
campesinado y de los trabajadores agrarios, en forma individual o asociativa.

El campesinado es sujeto de derechos y de especial protección, tiene un particular 
relacionamiento con la tierra basado en la producción de alimentos en garantía de la 
soberanía alimentaria, sus formas de territorialidad campesina, condiciones geográficas, 
demográficas, organizativas y culturales que lo distingue de otros grupos sociales.

El Estado reconoce la dimensión económica, social, cultural, política y ambiental 
del campesinado, así como aquellas que le sean reconocidas y velará por la protección, 
respeto y garantía de sus derechos individuales y colectivos, con el objetivo de lograr 
la igualdad material desde un enfoque de género, etario y territorial, el acceso a bienes 
y derechos como a la educación de calidad con pertinencia, la vivienda, la salud, los 
servicios públicos domiciliarios, vías terciarias, la tierra, el territorio, un ambiente sano, 
el acceso e intercambio de semillas, los recursos naturales y la diversidad biológica, el 
agua, la participación reforzada, la conectividad digital: la mejora de la infraestructura 
rural, la extensión agropecuaria y empresarial, asistencia técnica y tecnológica para 
generar valor agregado y medios de comercialización para sus productos.

Los campesinos y las campesinas son libres e iguales a todas las demás poblaciones 
y tienen derecho a no ser objeto de ningún tipo de discriminación en el ejercicio de 
sus derechos, en particular las fundadas en su situación económica, social, cultural y 
política.”

Que el artículo 65 de la Carta Fundamental ordena que la producción de alimentos gozará 
de la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo 
integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así 
como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras. 

Que el Decreto Legislativo 2278 de 1953, por el cual se dictan medidas sobre 
cuestiones forestales, consagró en su artículo 3° que “Se entiende por bosques de interés 
general aquellos que contienen especies de elevado valor comercial que económicamente 
conviene conservar, ya sean públicos o de propiedad privada”. Así mismo, en su artículo 
cuarto definió la Zona Forestal Protectora como “los terrenos situados en las cabeceras 
de las cuencas de los ríos, arroyos y quebradas, sean o no permanentes; las márgenes 
y laderas con pendiente superior al cuarenta por ciento (40%); la zona de cincuenta 
(50) metros de ancho a cada lado de los manantiales, corrientes y cualesquiera depósitos 
naturales de aguas, y todos aquellos en que, a juicio del Ministerio de Agricultura, 
convenga mantener el bosque, o crearlo si ha desaparecido, con el fin de defender cuencas 
de abastecimiento de aguas, embalses, acequias, evitar desprendimientos de tierras y 
rocas, sujetar terrenos, defender vías de comunicación, regularizar cursos de aguas, o 
contribuir a la salubridad”.

Que, con base en el mencionado Decreto Legislativo, el artículo primero de la Ley 2ª 
de 1959, “Sobre Economía Forestal de la Nación y Conservación de Recursos Naturales 
Renovables”, ordenó que “Para el desarrollo de la economía forestal y protección de 
los suelos, las aguas y la vida silvestre” establecer con carácter de “Zonas Forestales 
Protectoras” y “Bosques de Interés General”, las Zonas de Reserva Forestal del Pacífico, 
Central, del río Magdalena, de la Sierra Nevada de Santa Marta, de la Serranía de los 
Motilones, del Cocuy y de la Amazonía.

Que el Título V del Decreto Ley 2811 de 1974, por el cual se dicta el Código Nacional 
de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, reguló los 
modos de adquirir derecho a usar los recursos naturales renovables de dominio público, 
estableciendo en su artículo 51 que “El derecho a usar los recursos naturales renovables 
puede ser adquirido por ministerio de la ley, permiso, concesión y asociación”.
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	por medio de la cual se fijan los términos de entrega de pliegos electorales para la nueva elección de alcalde en el municipio de Puerto Guzmán (Putumayo) que se realizará el 23 de febrero de 2025.
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